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			INTRODUCCIÓN

            LA VINCULACIÓN CON LA DIÁSPORA MEXICANA

			El día 27 de mayo de 2009 la Organización Mixteca, en Sunset Park, Brooklyn, entregó sus primeros Premios a la Diáspora Mexicana a cuatro “valerosos líderes” que habían “trabajado para crear una fundación duradera para el éxito y desarrollo de la comunidad migrante mexicana y latinoamericana”.[1] Aun cuando los migrantes y las organizaciones comunitarias, o el gobierno mexicano —que por lo general prefiere el término “comunidades mexicanas en el extranjero”—, no emplean con frecuencia la palabra “diáspora”, para el Dr. Gabriel Rincón, fundador y presidente de la Organización Mixteca, es un “término real” que describe el sufrimiento de los migrantes mexicanos y las razones de su “migración forzada” (entrevista personal, 2009). En su opinión, el uso del término “diáspora” en el caso mexicano refleja la experiencia de las diásporas tradicionales: “Aunque la migración mexicana tiene su explicación más en las causas económicas que en las políticas, estas últimas son tan importantes como en el caso de la experiencia judía, debido a que las condiciones de pobreza que existen en México y los fuerzan a emigrar, el hecho de que tienen que dejar atrás a la familia y cruzar la frontera y su incapacidad para volver a su hogar implican un gran sufrimiento” (entrevista personal, 2009). El Dr. Rincón, migrante mexicano de primera generación, reconoce que la comunidad mexicana en general no se identifica con el término “diáspora” y que, en la mayoría de los casos, sus miembros no entienden lo que significa; sin embargo, sostiene, para aquellos que sí conocen el significado del término, tiene sentido.

			El hecho de que los aproximadamente 33 millones de mexicanos y mexicano-americanos que actualmente viven en Estados Unidos, o algunos grupos entre ellos, puedan ser considerados parte de una diáspora todavía es tema de debate, debido a la diversidad en el seno de las comunidades y la variedad de las relaciones con su país de origen. En la bibliografía académica, el uso del término en referencia a la migración mexicana varía, pues algunos autores prefieren su uso general, mientras que otros aclaran que no lo usan en referencia a casos como el mexicano.[2] Aun cuando algunos funcionarios gubernamentales y el Instituto de los Mexicanos en el Exterior (IME) sí se refieren a la “diáspora mexicana” como tal, en el discurso del gobierno mexicano, predomina el término “comunidades mexicanas en el extranjero”. Lo anterior puede explicarse como una resistencia explícita al uso del término “diáspora” debido a sus raíces históricas y políticas en relación con las experiencias judía o armenia o a la idea de que “diáspora” podría implicar una migración más permanente, que hasta finales de los años ochenta no se consideraba como una característica de la migración mexicana. También podría explicarse simplemente como una preferencia general por continuar usando el término “comunidades mexicanas en el extranjero”, que puede entenderse más fácilmente y permitir una identificación más amplia para los migrantes mexicanos.

			Jorge G. Castañeda, secretario de Relaciones Exteriores de México de 2000 a 2003, describe al Instituto de los Mexicanos en el Exterior, diseñado durante su tiempo en el cargo, como “el último de una serie de programas o instituciones creadas por el gobierno mexicano como un vínculo con la diáspora, o con lo que le gusta imaginar como la diáspora” (Castañeda, 2007: 157). En una entrevista personal, explicó con mayor detalle que él no está de acuerdo con el uso de ese término: “No creo en la diáspora ni en la idea de un lobby [grupo de presión] mexicano similar al judío. Más bien, deberíamos equipar a los migrantes mexicanos con las herramientas para organizarse por sí mismos para defender sus derechos, para tener una institución propia —el Instituto de los Mexicanos en el Exterior—, pero no necesariamente para tener una influencia política en Estados Unidos en nombre de México” (entrevista personal, 2009). De las anteriores declaraciones se desprende que existe una preocupación por la connotación negativa que pudiera tener el término “diáspora” en el sentido de que el gobierno mexicano está influyendo en el desarrollo de un grupo de cabildeo, y por la falta de claridad en el uso de conceptos como este que pudiera llevar a interpretaciones erróneas sobre las actividades de México en Estados Unidos.

			En contraste con la opinión anterior, Arturo Sarukhan, embajador mexicano en Estados Unidos, prefiere el uso del término “diáspora”, bajo el argumento de que representa un alejamiento de la relación de clientelismo que existía a través del llamado “acercamiento con las comunidades” en los años noventa. En su opinión, el uso del término “diáspora” implica la idea de establecer una relación mutuamente benéfica (entrevista personal, 2009). El embajador Enrique Berruga, subsecretario para Norteamérica de 2000 a 2003, no está de acuerdo con el uso del término “diáspora” en el caso mexicano, debido a sus connotaciones con respecto a situaciones de represión, pero su explicación sobre los motivos por los que el gobierno estableció el Instituto de los Mexicanos en el Exterior y su Consejo Consultivo refuerza la idea del interés del gobierno en desarrollar nuevos tipos de relaciones con los migrantes mexicanos en Estados Unidos y cambiar el lenguaje y los símbolos que dan forma a esa relación: “Necesitábamos una institución más actualizada. Necesitábamos interactuar con los líderes de los migrantes de una manera que no fuese paternalista. Ellos son los que saben cómo funcionan las cosas allá […]. Y, en el contexto de democratización en México, también necesitábamos democratizar nuestras instituciones y abrir espacios a una sociedad más activa y participativa” (entrevista personal, 2010).

			El uso del término “diáspora” podría parecer un detalle insignificante en el contexto más amplio de las necesidades de los migrantes mexicanos en Estados Unidos y de los esfuerzos del gobierno por responder a ellas; sin embargo, la elección de términos y el lenguaje utilizado en la definición de los objetivos e interacciones con los migrantes mexicanos es importante porque refleja la lucha continua en el seno del Estado mexicano por definir su posición sobre la emigración. Este discurso muestra el legado de una ambivalencia histórica y, en algunos casos, una indiferencia respecto a la emigración, que aún marca los intentos recientes del gobierno mexicano por responder al aumento de la migración mexicana y el creciente número de organizaciones de migrantes mexicanos en Estados Unidos. El uso del término “comunidades mexicanas en el extranjero”, en lugar de “diáspora mexicana”, también plasma la diversidad de los migrantes mexicanos y sus organizaciones desde el punto de vista de su situación legal, su interés por mantener lazos con México, sus actividades transnacionales, su estado o región de origen y el hecho de que, hasta muy recientemente, no habían actuado como un bloque unido con metas comunes en relación con sus objetivos políticos, ya fuese en México o en Estados Unidos.

			En este libro se utiliza el término “diáspora mexicana” para reflejar características de la experiencia mexicana que en ocasiones se pasan por alto, entre ellas, las raíces históricas de la migración y las complejas identidades y relaciones transnacionales que los migrantes y sus organizaciones han desarrollado con su país de origen. El análisis del término “diáspora” en el caso mexicano también es útil como una manera de examinar el proceso de redefinición que hace el gobierno mexicano sobre lo que representa la migración mexicana para el país y su manera de crear vínculos con esa población. Finalmente, la referencia a los migrantes mexicanos como parte de una diáspora también coloca la discusión en el marco más amplio del debate sobre diásporas y desarrollo. En el caso mexicano, la influencia de los migrantes en el desarrollo del país, a través de las remesas de divisas y las inversiones en sus comunidades de origen, es uno de los factores que han influido en el cambio del discurso del gobierno y en su respuesta a las necesidades y demandas de esa población, como ha sido el caso en otros países de origen de migrantes y en la comunidad internacional.[3]

			En el libro se analizan la manera en que el Estado mexicano ha dado forma a sus objetivos e intereses respecto a la migración y su relación con la diáspora, así como la manera en que las transformaciones de la dinámica de su relación bilateral con Estados Unidos a partir de los años ochenta han influido en los cambios de las políticas en ese terreno.[4] El análisis se centra particularmente en la evolución de las políticas mexicanas hacia la emigración, de una posición limitada y pasiva a una relación más activa con los nacionales mexicanos en Estados Unidos y a reacciones más directas a las políticas y la legislación estadunidenses, así como a contactos más estrechos con el gobierno estadunidense respecto a la administración de los flujos migratorios, en especial a partir de la década de 1990.

			El libro muestra que el gobierno mexicano ha cambiado su discurso y su política respecto a los migrantes mexicanos desde finales de la década de 1980 y que desde entonces ha desempeñado una función clave en la prestación de servicios para promover los derechos de esa población más allá de las actividades tradicionales de protección consular así como en el desarrollo de relaciones con los líderes de los migrantes y sus organizaciones, todo en el contexto de los límites y oportunidades, percibidos o reales, que ofrece la relación bilateral con Estados Unidos.

			El argumento es que esos cambios no son sólo el resultado del aumento de la población migrante mexicana y su creciente influencia política y económica en México en un contexto de democratización, como lo han sugerido la mayoría de los estudios sobre el tema (Sherman, 1999; Shain, 1999-2000; Martínez Saldaña, 2003; Smith, 2003b). Es necesario entender esa evolución y los cambios de las políticas también como resultado de la integración económica más estrecha entre los dos países, la cual cedió el paso a una nueva interpretación de las relaciones de México con Estados Unidos y a la reevaluación del alcance y los límites del principio de no intervención de la política exterior y de la estrategia de “compartimentalización” o desvinculación de temas.[5] Éste es un aspecto que no ha sido explorado a fondo en la bibliografía existente y continúa influyendo en las políticas migratorias mexicanas.[6] El proceso de liberalización económica que comenzó en los años ochenta y la institucionalización de la cooperación entre México y Estados Unidos en cuestiones comerciales y financieras, particularmente mediante el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), implicó un proceso de aprendizaje que tuvo como resultado cambios clave en el enfoque de México sobre la relación bilateral. En muchos casos, eso llevó al establecimiento de políticas más activas y dinámicas para promover los intereses de México en Estados Unidos, y al desarrollo de nuevos mecanismos de colaboración con el gobierno estadunidense, en lugar de recurrir al discurso de la vulnerabilidad en la relación asimétrica como una excusa para limitar las acciones en temas sensibles, como la migración.

			Este trabajo explora la importancia de la relación bilateral entre México y Estados Unidos no sólo como parte del contexto en el que se diseñan las políticas sino como un factor clave que ha influido en las reacciones del país de origen a la emigración, y que ha variado con el tiempo. Cuando se hace una revisión histórica, resulta evidente que las políticas migratorias de México han evolucionado no sólo en respuesta a los cambios políticos y económicos en los planos nacional y transnacional, sino también de acuerdo con los principios e intereses de política exterior, sobre todo en relación con Estados Unidos. Así, la consideración que hace el Estado mexicano de los límites y posibilidades para el desarrollo de actividades relacionadas con los migrantes no sólo es determinada por las presiones e intereses en el seno del Estado, sino también por la manera como éste mide las consecuencias de una política determinada (o la falta de ella) con respecto a una posible reacción del gobierno estadunidense. El análisis muestra que las actividades del país de origen respecto a la diáspora y sus reacciones a las políticas del país de destino no están predeterminadas por una estructura de poder asimétrica, como la que existe en la relación entre México y Estados Unidos; las percepciones de lo que es aceptable o no dentro de esa estructura han variado como resultado de cambios en los ámbitos nacional, transnacional y bilateral.

			LOS INTERESES DE LOS PAÍSES DE ORIGEN

			Generalmente se da por sentado que a la mayoría de los países de origen no les interesa establecer relaciones con sus diásporas, que los Estados a los que les preocupa la emigración son anormales o que los países de origen no son capaces de luchar por sus objetivos e intereses relacionados con la migración debido a que, en general, su posición es más débil en el sistema internacional (Schmitter-Heisler, 1985; Gamlen, 2006). Sin embargo, cada vez hay más evidencia de que un creciente número de países de origen, tanto del mundo industrializado como del mundo en vías de desarrollo, han establecido más formas de vinculación con sus diásporas y gradualmente han buscado hacerlas participar en la vida económica y política nacional (Østergaard-Nielsen, 2003; Koslowski, 2005; Brand, 2006; Gamlen, 2006; González Gutiérrez, 2006c y 2006d; Brinkerhoff, 2008; Agunias, 2009; Iskander, 2010). Con diferencias de grado, muchos países de origen ponen en práctica políticas para controlar la emigración, ofrecen protección y servicios consulares a sus migrantes en el país de destino, les reconocen derechos políticos o les ofrecen incentivos económicos en su país de origen.

			En parte, el creciente interés de los Estados en administrar la migración y vincularse con su diáspora se debe al aumento de los flujos migratorios, así como al creciente impacto de las relaciones transnacionales entre los migrantes y su país de origen, facilitadas por la revolución tecnológica en los sistemas de comunicaciones y transportes.[7] Muchos países de origen son cada vez más dependientes de la emigración como válvula de escape económica o política o como generadora de divisas y apoyo político en el extranjero (Guarnizo, 1998: 46). Algunos países también ven a los migrantes como embajadores en potencia para fomentar las relaciones económicas y políticas con otros países (Levitt y De la Dehesa, 2003: 599). Asimismo, en un contexto de globalización, integración económica y proliferación del régimen de los derechos humanos, las presiones internacionales y nacionales están aumentando sobre los Estados para que encuentren maneras nuevas y creativas de administrar la migración, tanto mediante políticas nacionales como mediante la cooperación con otros países.[8] Como afirma Hollifield (2004: 901-902), “si se ignoran o pisotean los derechos, entonces el Estado liberal corre el riesgo de socavar su propia legitimidad y su raison d’être”.

			Como prueba del creciente interés de los países de origen en administrar la migración y en sus relaciones con la diáspora, una de las principales innovaciones en sus prácticas es el desarrollo de mecanismos formales, como las reformas constitucionales y las instituciones para administrar las relaciones entre el Estado y la diáspora y responder a las causas y consecuencias de la migración (Guarnizo, 1998; Itzigsohn, 2000; Fitzgerald, 2006b; Agunias, 2009). Ello se debe, en parte, al hecho de que los países de origen comprenden cada vez más que no pueden imponer obligaciones a la diáspora sin otorgarle derechos (Gamlen, 2006: 13).

			En general, los Estados están más dispuestos a otorgar derechos económicos que políticos, debido a los conflictos de interés respecto a la influencia política de los migrantes en su país de origen. Por ejemplo, en el caso del derecho al voto, algunos actores políticos pueden considerarlo más costoso que otros, debido a la magnitud o a la orientación política de la diáspora, aunque la mayoría está de acuerdo con los beneficios de proporcionar incentivos económicos para las inversiones de los migrantes en el país de origen o de facilitar la transferencia de remesas. Los análisis comparativos entre diferentes países, como los de Agunias (2009), Levitt y De la Dehesa (2003) y Gamlen (2006), ofrecen pruebas que apoyan la opinión de que “las relaciones entre los emigrados y el Estado no son nuevas, pero tampoco son inevitables” y, así como algunos Estados pueden interesarse en controlar a los migrantes o en otorgarles incentivos para mantener su relación con el país de origen, otros pueden denunciarlos y cortar todo lazo con ellos (Barry, 2006: 14, n. 7).[9]

			Las políticas migratorias y las relaciones entre los Estados y su diáspora son dinámicas y varían con el tiempo de acuerdo con una amplia gama de factores que implican al Estado de origen, al Estado de destino y a la diáspora. Los estudios comparativos comprueban que las políticas para vincular a la diáspora no forman parte de una “estrategia de Estado unitaria y coordinada”, sino de “una constelación de acuerdos y programas institucionales y legislativos que cobran vida en momentos diferentes y por razones diferentes y operan a diferentes escalas de tiempo y en planos diferentes en los países de origen” (Gamlen, 2006: 4). Esta observación apoya el argumento de Shain (1999-2000: 662) de que las posiciones de los Estados sobre esos temas están en flujo constante, dependiendo de las características de la diáspora y de su actitud general hacia el régimen de su país, la naturaleza política del régimen, las percepciones oficiales y sociales sobre la emigración, la dependencia de las inversiones económicas y las remesas de los miembros de la diáspora, el papel político asignado por el gobierno (o su oposición) a la voz de la diáspora en los asuntos nacionales o internacionales del país y las leyes sobre ciudadanía, entre otros factores.

			En ese sentido, Fitzgerald (2006a: 286) hace énfasis en la necesidad de examinar las políticas migratorias desde una nueva perspectiva pluralista, dada la “multiplicidad de intereses sujetos a debate en la arena institucional del Estado”. En su opinión, es necesario tomar en cuenta las aportaciones de los actores nacionales y extranjeros, así como “los múltiples resultados, que se manifiestan en políticas variadas e incluso contradictorias en diferentes ámbitos del gobierno y en las diferentes localidades”. En apoyo de sus argumentos, presenta pruebas sobre la oposición de los gobiernos locales a las políticas federales del Estado mexicano para controlar la emigración en diferentes periodos (Fitzgerald, 2009). Así, sostiene que los supuestos realistas sobre el hecho de que los países de origen actúan conforme a “sus” intereses son marcos inadecuados para estudiar las políticas relacionadas con la administración de la migración.

			Pese a la importancia del estudio de los variados y divergentes intereses en el seno del Estado relacionados con la migración, como lo describen Calavita (1992) y Boswell (2007), particularmente respecto al Estado liberal, en este análisis del caso mexicano se identifican los intereses de la élite gubernamental federal como factores clave en la determinación de las políticas migratorias. A pesar de la oposición de algunas autoridades locales al objetivo manifestado por el gobierno federal de controlar la emigración y proporcionar incentivos a los migrantes para que regresaran al país (particularmente durante la primera mitad del siglo XX), lo cual documenta Fitzgerald (2006a y 2009), en general, el Estado mexicano logró su objetivo implícito de mantener una válvula de escape para los problemas económicos y políticos del país, y de prevenir disputas con Estados Unidos. Aunque ahora en México hay más actores implicados en el debate sobre las políticas destinadas a esos temas, tanto en el plano federal como en el estatal y el municipal, particularmente en el contexto de democratización y descentralización a partir de finales del decenio de 1980, las políticas de México destinadas a los mexicanos en el exterior siguen siendo decididas principalmente por la élite gubernamental, en especial por el ejecutivo y la Secretaría de Relaciones Exteriores. En el caso mexicano, la historia de centralismo y presidencialismo que caracterizó a la política mexicana durante muchas décadas sigue siendo un factor explicativo clave de las políticas exteriores de México, incluida la emigración: “La nueva política exterior de México sigue estando guiada por los intereses del Estado y moldeada por las preferencias y la voluntad del presidente” (Domínguez, 2000: 322).

			UN ANÁLISIS EN VARIOS PLANOS

			Las razones por las que los Estados de origen varían respecto al grado en que otorgan derechos, la clase de ideología y retórica utilizadas en relación con los migrantes y las políticas o programas que ponen en práctica para controlar o administrar la emigración se pueden explicar cuando se toma en cuenta los factores nacionales, transnacionales e internacionales. En el plano nacional, los Estados tienen intereses económicos y políticos con respecto a su población emigrante. Pueden considerar a los emigrantes como una válvula de escape para los problemas económicos como el desempleo, lo cual puede llevar a que el control de las fronteras sea poco estricto y a que el fomento de su regreso sea limitado. En algunos casos, los Estados también pueden beneficiarse de la emigración como una válvula de escape a la oposición política nacional. Las características del régimen (democrático o autoritario) y los factores ideológicos, como el nacionalismo, también influyen en el tipo de vinculación con la diáspora y en las políticas migratorias.

			En el plano transnacional, los Estados pueden desarrollar ciertos tipos de relaciones con la diáspora para controlar la disidencia política en el extranjero, para legitimar al gobierno o para promover su imagen. Los Estados pueden estar interesados en vincularse con la diáspora para garantizar los flujos de remesas de divisas, fomentar la transferencia de la tecnología y los conocimientos y capacidades que los emigrantes adquieren en el extranjero o fomentar sus inversiones en su país de origen. Otros actores, como los partidos políticos, también pueden establecer relaciones con la diáspora para obtener su apoyo económico o político. Finalmente, el tamaño y la capacidad de organización de la diáspora pueden determinar el interés que tenga el Estado en responder a sus necesidades o demandas.

			En el plano internacional, las políticas de los Estados pueden verse influidas por su posición geopolítica y su relación con el Estado o los Estados de destino; por ejemplo, Østergaard-Nielsen (2003: 25) subraya la necesidad de explorar si “los antiguos lazos entre las colonias y las metrópolis o las actuales relaciones de poder asimétricas con los países de destino influyen en las actitudes del país de origen hacia la emigración y en las relaciones con los nacionales en el extranjero”. Algunos Estados diseñan y ponen en práctica ciertas políticas migratorias para ganar en legitimidad o para establecer una posición en el sistema internacional o respecto a un país en particular (Guarnizo, 1998: 60). Los Estados también pueden estar interesados en movilizar a la diáspora en favor de sus intereses en el país de destino. En algunos casos, los principios tradicionales de la política exterior y la ideología política nacional pueden determinar el interés y la capacidad del Estado respecto a la emigración y la relación con la diáspora (González Gutiérrez, 1997; Shain y Barth, 2003; Østergaard-Nielsen, 2003).

			Uno de los principales retos para el análisis de las razones por las que los Estados ponen en práctica ciertas políticas migratorias es que tienen objetivos “manifiestos y no manifiestos” (Castles, 2004c: 854). Como lo explica Castles (2004a: 223), “los políticos y los funcionarios pueden ser renuentes a manifestar sus verdaderos objetivos por temor a suscitar la oposición […] impulsados tanto por la necesidad de mantener su legitimidad como por su falta de disposición para enfrentar los fracasos de las políticas del pasado”. Así, cuando se hace el examen de las políticas de los Estados destinadas a esos temas, es necesario ir más allá de los objetivos manifiestos y analizar sus metas implícitas, tanto en el plano nacional, como en el transnacional y el internacional. En diferentes periodos, los intereses y objetivos en un plano pueden tener precedencia sobre otros para influir en las decisiones de los Estados de utilizar ciertas estrategias relacionadas con la emigración; sin embargo, el valor de las explicaciones basadas únicamente en uno de esos factores es limitado, especialmente en los casos en que el país de origen y el de destino están estrechamente vinculados en otras áreas de política. La relación bilateral entre México y Estados Unidos es un ejemplo de esa dinámica.

			EL CASO MEXICANO

			En los últimos veinte años, más marcadamente a partir del año 2000, México invirtió una larga historia en la que su política migratoria consistió en fomentar tenuemente el regreso de los migrantes, ayudándolos a mantener sus lazos con su país de origen mediante contactos entre las organizaciones comunitarias y los consulados, y proporcionándoles protección y apoyo en situaciones críticas. Mediante la defensa de los derechos de los migrantes de una manera más constante y enérgica y el establecimiento de lazos directos entre las instituciones mexicanas y las comunidades de migrantes, el gobierno adoptó una actitud propositiva y dinámica que no sólo trascendió los cambios de gobierno desde finales de los años ochenta sino que se consolidó y extendió a medida que se abrieron más canales para la participación de los migrantes en su país de origen a través de actividades consulares y la creación de programas e instituciones destinados exclusivamente a esa población.

			Al mismo tiempo, la estabilidad general de la relación entre México y Estados Unidos, a pesar de las crisis económicas, diplomáticas o políticas, fortaleció la opinión de que “los costos de disentir [con EE.UU.] son manejables” y el hecho de compartir una frontera con Estados Unidos no es un obstáculo, sino más bien, una oportunidad que se puede aprovechar para beneficio de México, como fue el caso con el TLCAN (Aguayo, 2003). Así, México se ha mostrado más activo en la promoción de una agenda migratoria específica en el plano bilateral y en reaccionar formalmente a las políticas estadunidenses que afectan a los migrantes mexicanos. A partir de finales de los años ochenta, el gobierno mexicano también ha participado activamente en el desarrollo de mecanismos bilaterales para la administración de la migración.

			Ahora bien, pese a esa evolución, el principio de no intervención sigue siendo sobresaliente en el discurso del gobierno mexicano y la vinculación potencial entre los temas de la agenda bilateral se sigue tomando con precaución, lo cual lleva a plantearse preguntas respecto a los alcances y límites del activismo de los países de origen respecto a los países de destino. Este análisis también hace surgir cuestiones clave sobre los retos que enfrentan el país de origen y el de destino en función de la administración de la migración como parte de su agenda bilateral, sus implicaciones para la integración regional, las consecuencias y el potencial de relaciones más estrechas entre los países de origen y su diáspora y las posibilidades y límites de la actividad diplomática del país de origen en relación con la agenda migratoria del país de destino (véase Aguayo, 2004; Meyer, 2005a).

			La nueva actitud del gobierno mexicano desde finales de los años ochenta se explica como resultado de varios factores nacionales, transnacionales e internacionales, que se analizan en detalle en el capítulo 1. En el plano nacional, la liberalización de la economía mexicana, la configuración de una nueva élite política y su interés en una integración más estrecha con Estados Unidos y la democratización del sistema político de México en el contexto de una crisis de legitimidad del régimen dieron paso a nuevas presiones internas —de la opinión pública, las organizaciones no gubernamentales (ONG) y los medios de comunicación— respecto a la necesidad de atender las causas y consecuencias de la emigración. También se relaciona con el abandono gradual de la retórica nacionalista y antiestadunidense en general, pero es importante hacer notar que hubo cambios similares en el discurso sobre la emigración (García y Griego y Verea, 1998; González Gutiérrez, 1999; Sherman, 1999: Martínez-Saldaña, 2003; Smith, 2003b). La influencia de los cambios del sistema político de México como factores que influyeron en la reformulación de sus políticas migratorias apoya el argumento de que las obligaciones gubernamentales con la población migrante son moldeadas por la naturaleza del sistema político de cada nación (Castles y Miller, 2003).

			En el plano transnacional, las relaciones más estrechas entre los migrantes y sus comunidades de origen como resultado del desarrollo de las nuevas tecnologías, los intentos de participar más activamente en la política mexicana y estadunidense a través de organizaciones políticas binacionales, la internacionalización de la competencia entre los partidos políticos mexicanos, la creciente influencia económica de los migrantes en México a través de sus remesas y la diversificación de los contactos entre la sociedad civil de los dos países llevaron al gobierno mexicano a buscar una relación más estrecha con las comunidades en el extranjero. Algunos investigadores han planteado que fue una manera de tratar de “atraerlas y controlarlas” y utilizarlas como una posible influencia en Estados Unidos para favorecer los intereses de México (Goldring, 2002; Smith, 2003b), mientras que otros lo explican como una respuesta a sus demandas de servicios y apoyo del gobierno de su país (González Gutiérrez, 1999; Rivera-Salgado, 2000; Martínez-Saldaña, 2003).

			Independientemente de ese debate, la idea principal que subrayo en este caso es que el interés del Estado mexicano por establecer lazos más estrechos con las organizaciones de migrantes y los líderes mexicano-americanos, así como la creación de programas específicos para establecer lazos con esa población, no fue un proceso que se desarrolló sólo desde arriba sino también el resultado de las presiones desde abajo surgidas de “los migrantes transnacionales, es decir, de los grupos relativamente numerosos de personas cuya vida económica, política, cultural y social tiene lugar a ambos lados de las fronteras nacionales e implica a más de un Estado-nación” (Guarnizo, 1998: 47).

			En el plano internacional, el desarrollo de una relación más estrecha con Estados Unidos por medio de las políticas de liberalización económica y la integración en el TLCAN “provocaron una nueva actitud entre los funcionarios mexicanos para institucionalizar los asuntos bilaterales, es decir, para comprometer al gobierno estadunidense, formalizar el diálogo bilateral y crear mecanismos para administrar los asuntos bilaterales” (Domínguez y Fernández de Castro, 2001: 154). El hecho de que México haya abandonado su discurso nacionalista respecto a la relación con Estados Unidos también hizo posible “redefinir su relación con los mexicanos y los mexicano-americanos en EE.UU. y revisar los conceptos y prácticas de membresía y ciudadanía” (Smith, 2003b: 308-309). A su vez, ese cambio llevó también a un mayor activismo en la defensa de México de los derechos de los migrantes y a un reposicionamiento de los temas migratorios como una prioridad en la agenda bilateral. A partir del análisis de la correlación entre los cambios de las políticas migratorias de México y la evolución de la relación bilateral, es evidente que “la naturaleza asimétrica de la relación bilateral entre México y Estados Unidos establece el contexto global en el que la migración tiene lugar y los gobiernos nacionales encuentran la flexibilidad para desarrollar y poner en práctica las políticas deseadas” (Martínez-Saldaña, 2003: 34).[10]

			Con el propósito de extender este argumento, en este libro se presenta evidencia para apoyar la afirmación de que la interpretación de la naturaleza asimétrica de la relación varía con el tiempo, al igual que la percepción del país de origen sobre los alcances y límites para emprender acciones en esa estructura de poder. Esa evaluación la determina el contexto de la relación bilateral, que, en este caso, ha sido influida significativamente por el proceso de integración económica. Aunque el enfoque principal de este trabajo es explorar las vinculaciones entre los cambios de la relación bilateral y los cambios de las políticas migratorias de México, no se puede entender sin tomar en cuenta los acontecimientos en los planos nacional y transnacional, como los cambios del sistema político del país de origen o la amplitud y el tipo de actividad de los migrantes en relación con su país de origen. Desde esa perspectiva, analizo los cambios recientes y las continuidades en el discurso y las actividades del gobierno mexicano respecto a la emigración, en su relación con los migrantes mexicanos en Estados Unidos y en la prioridad que se otorga a los temas de la migración en la agenda bilateral.

			UNA PERSPECTIVA DE POLÍTICA EXTERIOR

			El estudio de la migración desde la perspectiva de las ciencias políticas y las relaciones internacionales es muy reciente, en especial en comparación con el desarrollo de la literatura en los campos de la sociología, la demografía, la economía, el derecho internacional, la antropología y la historia (Schmitter-Heisler, 1992; Portes, 1997; Brettell y Hollifield, 2000). Una de las explicaciones sobre la falta de atención a las causas y consecuencias internacionales de la migración en las relaciones internacionales es el hecho de que la disciplina estuvo dominada por lo general por un enfoque realista y centrado en el Estado, particularmente durante el periodo de la Guerra Fría. Consecuentemente, a menos que la migración se considerara como un problema que afectaba a los intereses medulares de los Estados y que pudiera modificar los equilibrios de poder o crear conflictos entre países, no se consideraba como una prioridad y permanecía en la agenda de la “baja política” (Hollifield, 2000: 152).

			A medida que las causas y consecuencias de la migración han llegado a estar más ligadas a ciertos patrones de conflicto y cooperación entre los Estados, a la seguridad, a los procesos de integración regional y a las nociones de soberanía y ciudadanía, la migración ha pasado a formar parte cada vez más de la agenda de la “alta política”. También ha atraído la atención de los especialistas en relaciones internacionales y ciencias políticas que buscan “hacer volver al Estado” y entender la manera en la que la migración impacta en las relaciones entre los países, así como las agendas de política nacional y política exterior (Kritz, 1983; Mitchell, 1989 y 1992; Massey, 1999; Hollifield, 2000; Brand, 2006).

			No obstante, la atención general de los estudios de ciencias políticas y relaciones internacionales sobre la migración internacional se ha centrado en los países de destino; particularmente en lo concerniente a cuestiones como los controles fronterizos, los intereses de la seguridad y los temas de ciudadanía e identidad nacional (Koslowski, 2005: 7). Mientras tanto, las políticas de los países de origen destinadas a regular los flujos migratorios, atender sus causas o establecer relaciones con la diáspora hasta hace poco habían sido objeto de pocos estudios en esas disciplinas.

			Por lo general, los trabajos existentes explican las políticas de emigración de los países de origen (específicamente respecto a la migración laboral) como resultado de su dependencia estructural de las remesas de divisas de los migrantes o de la necesidad de tener una válvula de escape para el desempleo o las presiones políticas (Castles, 2004a: 213). Sin embargo, cada vez hay más evidencia sobre la capacidad e interés que los países de origen —tanto en el mundo industrializado como en el mundo en vías de desarrollo— tienen en el control de los movimientos demográficos, en establecer lazos más estrechos con su diáspora, en otorgar derechos políticos y económicos a su población en el exterior y en ejercer presión en los países de destino en beneficio de los migrantes (Guarnizo, 1998; Shain, 1999-2000; Itzigsohn, 2000; Levitt y De la Dehesa, 2003; Østergaard-Nielsen, 2003: Smith, 2003a; Levitt y Glick-Schiller, 2004; Barry, 2006; Brand, 2006; Fitzgerald, 2006a y 2006b; Gamlen, 2006). Así, se reconoce la necesidad de reconsiderar el papel de los países de origen en el establecimiento de relaciones transnacionales con sus comunidades en el extranjero y de examinar las causas y consecuencias nacionales, transnacionales e internacionales de sus políticas migratorias, así como las consecuencias de esas políticas para las relaciones bilaterales y su vinculación con otros procesos económicos y políticos, como la integración regional y la democratización.

			La mayor parte de la bibliografía sobre los países de origen se basa en estudios transnacionales desde las perspectivas sociológica, antropológica o política, concentrados sobre todo en los lazos entre las comunidades de migrantes y sus países de origen y en su organización o empoderamiento en el país de destino. En el campo de las relaciones internacionales, como lo señala García y Griego (1989: 8), “uno puede buscar en vano una sola referencia a la migración internacional en los textos que presentan el realismo como una teoría de las relaciones internacionales”. Aun en los años finales de la Guerra Fría, cuando nuevos enfoques teóricos como el institucionalismo neoliberal llegaron a ser más populares, se concentraban sobre todo en el estudio de los temas de seguridad internacional y económica y la “migración no entró en la agenda de los teóricos de las relaciones internacionales” (Hollifield, 2000: 153).

			Dado que las causas y consecuencias de la emigración han llegado a ser cuestiones más urgentes, ha habido una “virtual explosión de la teoría y la investigación” de ese tema en los últimos 15 años (Schmitter-Heisler, 2000: 77). También ha habido avances considerables en el desarrollo de estudios en el campo de las relaciones internacionales y algunos intentos de utilizar conceptos de las teorías de las relaciones internacionales para explicar las políticas migratorias (Meyers, 2000, 2002 y 2004; García y Griego, 1990 y 2008; Rosenblum, 2004; Rudolph, 2004; Betts, 2009 y 2011; Paoletti, 2010);[11] sin embargo, existen pocos estudios sistemáticos sobre los factores que determinan las políticas de los países de origen y sobre su impacto en las relaciones con el país de destino: “las políticas del país de origen rara vez tienen un lugar prominente en los análisis del control de la migración o de la protección de los trabajadores migrantes” (Østergaard-Nielsen, 2003; 14).

			Algunos autores, como Rico (1992), Haus (1995), Guarnizo (1998), Martínez-Saldaña (2003) y Rosenblum (2004), han estudiado las políticas migratorias como cuestiones ‘intermésticas’. De manera similar a los juegos de dos niveles de Putnam (1988), examinan las fuentes nacionales de las políticas migratorias de los países de origen y su vinculación con factores internacionales o transnacionales, así como la importancia del país de origen en la integración y participación de los migrantes en su país de origen y en el país de destino. Estos estudios revelan que, a medida que las características de la migración cambian y el tema llega a ser de mayor importancia para los gobiernos y la sociedad civil, la vinculación entre los objetivos de la política exterior y los de la política nacional es cada vez más amplia.

			Tanto los países de destino como los de origen enfrentan “restricciones y vulnerabilidades en el manejo de la migración como un tema político” o en su vinculación con objetivos de la política exterior; “por lo general, esos límites se derivan del ‘arraigamiento’ social del proceso de migración”, la complejidad del debate político nacional que influye en el diseño y puesta en práctica de la política migratoria y las “debilidades en la administración o la habilidad política de los Estados para controlar los flujos de población internacionales”, particularmente en el caso de los países de origen (Mitchell, 1992: 288). Por ejemplo, para evitar conflictos en el ámbito nacional, los países de origen por lo general se resisten a reformar las leyes migratorias y rara vez prestan atención a las políticas de desarrollo económico como una manera de controlar la emigración, al menos hasta hace poco (Teitelbaum, 1984: 447-448). Los países de origen que se encuentran en una posición de dependencia o asimetría respecto al país de destino enfrentan presiones adicionales para decidir cómo desarrollar su relación con la comunidad migrante y su capacidad para proteger sus derechos (Fitzgerald, 2005: 3). Sin embargo, algunos autores, como Weiner (1995: 34), afirman que los países de emigración tienen más control sobre los flujos migratorios internacionales que lo que generalmente se supone y que los movimientos de población aparentemente espontáneos en realidad pueden representar políticas gubernamentales deliberadas. Lo anterior apoya la afirmación de Itzigsohn (2000: 1127) respecto a la necesidad de examinar las nuevas formas de intervención de los Estados de origen en las políticas del país de destino, las formas sistemáticas de intervención de los migrantes en su país de origen y el alto grado de institucionalización de los vínculos transnacionales.

			Recientemente, en los estudios de Martínez-Saldaña (2003), Østergaard-Nielsen (2003), Levitt y De la Dehesa (2003) y Fitzgerald (2005), se reconoce que las posiciones estructurales de los países de origen en el sistema internacional y la asimetría de poder entre los países de origen y los de destino son factores clave que definen las opciones de los países de origen en materia de políticas. Como lo explica Østergaard-Nielsen (2003: 220), “los países de origen no ignoran que ejercer presión de manera explícita sobre sus ciudadanos en otro país puede no ser bienvenida por las autoridades del país de destino […]. Para no tensar las relaciones bilaterales o, bien, poner a sus ciudadanos en el exterior en una posición vulnerable, los países de origen pueden refrenarse en sus esfuerzos de movilización”. No obstante, en ninguno de esos estudios se ha examinado sistemáticamente la relación entre la asimetría de poder y las políticas de los países de origen o la vinculación entre las modificaciones de esas políticas y los cambios de las relaciones bilaterales, que podrían deberse a conflictos, a cambios en el contexto internacional, a una integración más estrecha en otras áreas, o a una creciente actividad transnacional entre los países implicados. Además, en este debate es esencial hacer una distinción entre los países de origen menos desarrollados y los desarrollados, dado que su capacidad e intereses varían considerablemente con respecto al país de destino, que puede o no ser un país más desarrollado.

			En el caso mexicano, la mayoría de los estudios se centran en los factores nacionales o transnacionales que han influido en los cambios de la posición de los gobiernos ante los temas migratorios (p. e.: Sherman, 1999; Rivera-Salgado, 2000; Shain, 1999-2000; Goldring, 2002; Smith, 2003b). La relación con Estados Unidos se considera como un elemento significativo del diseño y puesta en práctica de las políticas migratorias en función de la asimetría de poder entre los países. Sin embargo, existe una brecha en el estudio de las consideraciones internacionales que históricamente restringieron las políticas de emigración de México y su vinculación con los otros factores —como los cambios del sistema político y de las relaciones transnacionales entre los migrantes y su país de origen— que influyeron en el cambio de la posición tradicional de México de una postura limitada frente a la administración de la emigración a una actitud más activa y dinámica ante esos temas a partir de finales de los años ochenta. ¿Cómo influyen los procesos nacionales, transnacionales e internacionales en el desarrollo de las políticas de emigración? ¿Cómo se relacionan las políticas migratorias del Estado mexicano con los principios y objetivos de la política exterior? ¿Cómo ha influido la integración económica por medio del TLCAN en las políticas de emigración? ¿En qué medida afectan los cambios en las políticas de México hacia la emigración a su relación bilateral con Estados Unidos? Éstas son algunas de las cuestiones que se exploran en este libro.

			LAS TEORÍAS DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES Y LAS POLÍTICAS MIGRATORIAS

			En este análisis del caso mexicano se hace énfasis en la dimensión internacional de las políticas de emigración, tanto como un factor independiente como en relación con los factores transnacionales y nacionales, siguiendo el modelo de la interdependencia compleja. Examino el contexto de la asimetría de poder, la manera como México percibe su vulnerabilidad en ese contexto y, por lo tanto, cómo define su política exterior y su posición sobre la emigración, y la manera como esa percepción ha cambiado con el tiempo, en parte como resultado del proceso de integración económica y regional y de la creciente interdependencia entre los países. Esos cambios también están vinculados con el proceso de democratización de México y el creciente impacto transnacional de los migrantes, tanto político como económico, que ha generado presiones internas cada vez más fuertes sobre el gobierno mexicano para que ajuste sus políticas migratorias.

			Dados los múltiples factores implicados en el diseño y la puesta en práctica de las políticas migratorias y las metodologías y teorías multidisciplinarias para estudiar la migración, se ha considerado que los esfuerzos por desarrollar un marco teórico general son inútiles o imprácticos (Portes, 1997); no obstante, ha habido importantes intentos por desarrollar enfoques interdisciplinarios y de varios planos en los que se tome en cuenta la manera como interactúan los diversos factores que dan forma a la migración y a las políticas migratorias (Brettell y Hollifield, 2000: 2; Meyers, 2004). Además de proporcionar explicaciones más exhaustivas de esos temas en el campo de las ciencias sociales, ese tipo de enfoque también puede llevar a desarrollar “políticas más equilibradas y realistas” (Castles, 2004a: 222). Siguiendo a Moravcsik (1997: 542), incluso si ello significa adoptar un enfoque ecléctico, no se debería considerar a las teorías sobre las relaciones internacionales como sustitutos, sino como complementos que pueden proporcionar elementos diferentes, dependiendo de cada caso y cada tema.

			En el caso específico de las teorías de las relaciones internacionales, se ha planteado que las corrientes predominantes no son adecuadas para la tarea de comprender las dinámicas de la migración (Heisler, 1992: 599). Pese a las limitaciones de cualquiera de las teorías para explicar los complejos y múltiples factores que intervienen en las políticas migratorias, este estudio muestra que una perspectiva de las relaciones internacionales enfocada en el Estado, pero que también explique las interacciones de los factores y actores nacionales, transnacionales e internacionales, así como la ideología y las percepciones, puede contribuir a la comprensión de algunas de las dinámicas de la formulación de las políticas de emigración, especialmente en el caso de los países de origen que tienen una relación asimétrica con el país de destino. Más allá de una perspectiva realista, neorrealista o institucionalista neoliberal centrada en el Estado y en las limitaciones estructurales de la distribución del poder en un sistema internacional anárquico, el modelo de Keohane y Nye (1977) de la interdependencia compleja[12] y otras elaboraciones más recientes, como los juegos de dos niveles de Putnam, son útiles en el caso de la migración porque explican la interacción entre los factores nacionales, transnacionales e internacionales y también toman en consideración la influencia de la ideología y las percepciones en esas interacciones.

			La premisa de Keohane y Nye para desarrollar el modelo de la interdependencia compleja fue que la naturaleza del sistema internacional había cambiado y que era necesario complementar las explicaciones realistas con nuevas teorías sobre el comportamiento estatal en un mundo de dependencia creciente entre los Estados y la sensibilidad y vulnerabilidad mutuas a nuevos niveles de interacciones y cambios de las transacciones (incluidos los flujos de dinero, mercancías, individuos y mensajes a través de las fronteras internacionales). En ese contexto, las políticas son el resultado de una amplia gama de fuerzas que interactúan en los planos nacional, internacional y transnacional, donde los Estados ya no tienen un control absoluto sobre los resultados. En la política mundial, la interdependencia se refiere a situaciones caracterizadas por los efectos recíprocos entre países o entre actores en diferentes países.

			La sensibilidad y la vulnerabilidad desiguales a los cambios de la posición de un país en una situación de dependencia mutua se describen como una situación de interdependencia asimétrica. Las percepciones que tienen los Estados de los costos de la asimetría determinan su interés en llegar a acuerdos comunes para regular la interdependencia. La palabra clave en la que se debe poner el énfasis en este caso es “percepciones”. Aunque existen hipótesis sólidas derivadas de las explicaciones de la asimetría de la estructura de poder, Keohane y Nye (1977: 19) afirman que la desigualdad entre países desde el punto de vista de los recursos y el poder no es suficiente para comprender los resultados de las negociaciones y, por lo tanto, es necesario tomar en cuenta el contexto nacional y la manera como éste influye en las posiciones de los Estados. Sostienen que, en condiciones de interdependencia, los Estados tienen que tomar en cuenta tanto las dimensiones nacionales como las internacionales de los temas y las transacciones implicadas en ellos; al mismo tiempo, no obstante, otros actores diferentes a los Estados pueden cambiar las percepciones de “los intereses nacionales”, que no son calculados en función del poder relacionado con otros Estados, como afirman los realistas. Antes bien, “los intereses nacionales son definidos de manera diferente, sobre cuestiones diferentes, en momentos diferentes y por unidades gubernamentales diferentes” (Keohane y Nye, 1977: 35). Las transacciones —económicas, políticas y sociales— entre las sociedades representan distintos conjuntos de costos y oportunidades para los actores nacionales. Esos grupos afectan los patrones de la acción política con base en sus percepciones de los costos y los beneficios de las interacciones particulares en diferentes momentos. Esos múltiples canales que conectan las sociedades en los ámbitos internacional y transnacional hacen que la distinción entre la política nacional y exterior sea poco clara e influyen en los resultados de las negociaciones políticas. Consecuentemente, es necesario tomar en cuenta los cambios de las percepciones y sus efectos en la política nacional, transnacional e internacional, en lugar de considerar al Estado como un actor unitario y con intereses propios (Keohane y Nye, 1977: 34-35).

			Además, en contra de las explicaciones estructuralistas que prevén un comportamiento político similar en todas las áreas, la teoría de la interdependencia plantea que los Estados pueden cooperar en un tema, pero que eso no entraña un cambio de la distribución de poder de la relación o el cálculo de las vulnerabilidades y sensibilidades en otras áreas; “es probable que las metas, resultados y procesos políticos varíen de un tema a otro” y que sean afectados por los intereses gubernamentales, pero también pueden ser afectados por los grupos o coaliciones nacionales y las agendas internacionales (Keohane y Nye, 1977: 30-31). En un contexto de interdependencia donde más temas adquieren importancia y son afectados por problemas internacionales y nacionales, los Estados tienen mayores dificultades para controlar la agenda y formular políticas coherentes y consecuentes. Por ello, “las oportunidades para el aplazamiento […], la falta de continuidad y la incoherencia abundan cuando la política internacional requiere un alineamiento de las políticas nacionales de los países democráticos pluralistas” (Keohane y Nye, 1977: 27). Añadiendo a esa idea, Putnam (1988: 460) hace una distinción entre los temas en los que los intereses nacionales son homogéneos y aquellos en los que hay más heterogeneidad, como la migración, lo cual afecta al diseño y la puesta en práctica de las políticas, así como a las perspectivas de cooperación con otros actores o Estados.

			Desde una perspectiva no realista, se considera que el impacto de las fuerzas sociales (es decir, la opinión pública, los grupos de interés, los partidos políticos o los procesos parlamentarios) es clave en la determinación de las preferencias estatales (Risse-Kappen, 1991: 179). El “interés nacional” no se considera como una categoría cerrada; por el contrario, las influencias internas intervienen en la determinación del costo o el beneficio de una negociación. Axelrod y Keohane (1985: 229) concuerdan con la idea de que las estructuras de compensación no se basan simplemente en factores objetivos, sino en las percepciones que los actores tienen de sus propios intereses: las “[…] creencias, no las realidades, pueden gobernar las conductas”. Lo anterior significa que es necesario entender los procesos que intervienen en la percepción de los intereses y en la determinación de las preferencias, un tipo de análisis que se relaciona estrechamente con los argumentos constructivistas. Consecuentemente, en este estudio se pone un énfasis especial en la elaboración del discurso de la política exterior de México en la agenda bilateral con Estados Unidos respecto a la migración y en el uso del principio de no intervención y la estrategia de desvinculación de temas, en parte como un reflejo de sus percepciones sobre los límites y posibilidades para la acción, tomando en cuenta la estructura de la relación con Estados Unidos, pero, también, en algunos casos, como justificación de su propia pasividad o su respuesta limitada a los temas relacionados con la emigración.

			Los cambios en la relación bilateral, así como en la política nacional en un contexto de democratización, y en las relaciones transnacionales entre los migrantes y su país de origen, llevaron al Estado mexicano a adaptar esas estrategias y principios a las nuevas realidades. En este estudio planteo que ese proceso de “aprendizaje”, como lo describen Keohane y Nye (1984: 264-266), en un contexto de creciente interdependencia económica a partir del TLCAN, es clave para entender los cambios de las políticas de México hacia la emigración desde los años 1990. En el libro se investigan las razones de esos cambios de la política de emigración y se analiza la medida en que el discurso y las políticas realmente reflejan una visión diferente de la emigración, en oposición a la tradicional indiferencia o las respuestas limitadas del gobierno mexicano a este tema.

			En los campos de las ciencias políticas y las relaciones internacionales, varias obras centradas en la migración toman en cuenta las particularidades de la historia de cada país, así como la ideología y las percepciones sobre la inmigración y la emigración, como factores que influyen en los discursos sobre la migración y sus efectos en las políticas (véanse Russell, 1989; Rosenblum, 2004; Brand, 2006). Como plantean Brettell y Hollifield (2000: 19), “ir a las raíces de los sentimientos anti-inmigrantes y su relación con la manera como los ciudadanos de la sociedad anfitriona construyen su propia identidad en relación con los inmigrantes debería ser un programa de investigación prioritario para los estudiosos de la migración internacional”. De la misma manera, las percepciones que el país de origen y la sociedad civil tienen sobre los emigrantes y su construcción y reconstrucción en el discurso nacional como miembros de la nación, “héroes de la nación” o como aquellos que la traicionaron o ya no forman parte de ella, es revelador desde el punto de vista de la prioridad que se da al tema, el contexto en que se ponen en práctica las políticas para acercarse a la población residente en el exterior, los recursos dedicados a vincular a la diáspora y la medida en que se reconocen derechos políticos o económicos a este grupo.

			METODOLOGÍA

			Para explicar la vinculación entre los cambios y continuidades de las políticas de emigración de México y la dinámica de su relación con Estados Unidos, en el libro se proporcionan los antecedentes históricos, basados sobre todo en fuentes secundarias, principalmente publicaciones mexicanas y estadunidenses. En los capítulos 2 y 3 se cubre de manera general el periodo de 1848 a 1982, tomando la firma del Tratado Guadalupe-Hidalgo (1848) y el Tratado de La Mesilla (1853) como punto de partida de la migración mexicana a Estados Unidos, debido a que la actual frontera entre los dos países fue establecida formalmente entonces. La revisión histórica termina en 1982, con la crisis económica mexicana que finalmente llevó al gobierno a liberalizar sus políticas económicas y establecer una relación más estrecha con Estados Unidos.

			Una vez establecidos los elementos históricos de las políticas migratorias de México y su relación con la estructura de la relación bilateral y las consideraciones de política exterior, en la segunda sección del libro (capítulos 4, 5 y 6), se analizan las transformaciones de esa dinámica desde 1982 hasta 2006, con el final del sexenio de Vicente Fox. A partir de fuentes primarias, incluidas entrevistas, documentos del gobierno mexicano y artículos de prensa, se identifican los cambios y continuidades en el uso de las estrategias de no intervención y compartimentalización en la relación con los migrantes mexicanos y la prioridad dada a los temas migratorios en la agenda bilateral. Para comprender el alcance y las consecuencias de esos cambios, en esta sección también se investigan las reacciones del gobierno estadunidense, la opinión pública y las organizaciones de migrantes en ese país a las políticas de México.

			Las fuentes primarias utilizadas en los capítulos 4, 5 y 6 incluyen quince entrevistas con funcionarios del gobierno mexicano, representantes estadunidenses de organizaciones dedicadas a los temas migratorios y líderes de las comunidades de migrantes mexicanos llevadas a cabo entre diciembre de 2004 y abril de 2010; cincuenta entrevistas con miembros del Consejo Consultivo del IME (CCIME) llevadas a cabo entre junio de 2009 y febrero de 2010; conversaciones informales con funcionarios del gobierno mexicano que trabajan en los consulados mexicanos en Estados Unidos y en la embajada de México en Washington, D. C.; documentos internos obtenidos mediante la investigación en la Secretaría de Relaciones Exteriores y el IME en la ciudad de México y el Consulado General de México en Nueva York;[13] la participación como observadora o conferencista en varias reuniones y actos patrocinados por el IME en la ciudad de México y en la ciudad de Nueva York; investigación de campo en ocho consulados mexicanos en Estados Unidos y Canadá (entre ellos, los de Los Ángeles, Chicago, Nueva York, Pórtland, Atlanta, Nueva Orleans, Houston y Toronto);[14] así como artículos de prensa publicados en periódicos estadunidenses y mexicanos, en su mayoría consultados en archivos electrónicos.

			En el primer capítulo y las conclusiones analizo la importancia de los resultados de esta investigación en relación con los debates teóricos generales en las ciencias políticas y las relaciones internacionales respecto a la evolución de las relaciones entre el Estado y la diáspora y el papel cambiante de los países de origen; la cooperación internacional sobre la administración de la migración, y las vinculaciones entre la integración económica, la interdependencia y las políticas migratorias.

			ESQUEMA GENERAL

			El libro está organizado en seis capítulos, además de la introducción y las conclusiones. En el capítulo 1 busco explicar y categorizar los factores que influyen en las políticas de emigración de México y sus variaciones a lo largo del tiempo. Para analizar el caso México-Estados Unidos, propongo una división de esos factores en nacionales, transnacionales e internacionales. En este análisis señalo algunos de los límites de las explicaciones que se centran únicamente en uno de esos planos y argumento que los factores internacionales (especialmente la evolución de la relación bilateral de México y Estados Unidos) deberían ser considerados como una de las variables clave que determinan la evolución de las políticas de México. En este capítulo se establecen las principales categorías para el análisis del desarrollo histórico de las políticas de México hacia la emigración y los cambios que han tenido lugar desde mediados de los años ochenta, que se describen en los siguientes capítulos.

			Los antecedentes históricos incluyen los capítulos 2 y 3, que se dividen en cuatro periodos entre 1848 y 1982. En esos capítulos analizo cómo la necesidad de contar con una válvula de escape para las presiones económicas y políticas que enfrentaba el Estado mexicano y las consideraciones de política exterior del gobierno respecto a la estabilidad de su relación con Estados Unidos determinaron su decisión de limitar sus respuestas al control de la emigración y la protección de sus ciudadanos en el extranjero. Como punto de comparación con los cambios en la década de 1980, explico específicamente la manera como el gobierno mexicano consideraba su responsabilidad hacia los migrantes mexicanos, las presiones internas que enfrentaba con respecto a ese tema y las políticas que estableció para proporcionar protección consular o administrar más efectivamente los flujos migratorios; el tipo de lazos transnacionales que desarrolló con la comunidad mexicana por medio de las organizaciones de migrantes o los contactos con los líderes de la comunidad, y su respuesta diplomática a las políticas migratorias estadunidenses.

			En los capítulos 4, 5 y 6 analizo la evolución de las políticas de emigración mexicanas a partir de mediados de los años ochenta, cuando el gobierno comenzó a modificar una posición tradicionalmente limitada hacia una protección más activa de los ciudadanos mexicanos en Estados Unidos por medio de los consulados y de programas e instituciones específicos creados con ese propósito. El capítulo 4 se centra en el periodo de 1982 a 2000 y los capítulos 5 y 6 se enfocan en los acontecimientos durante el sexenio de Vicente Fox (2000-2006). En esta sección subrayo la importancia del proceso de integración económica y el acercamiento entre las élites mexicanas y estadunidenses como factor clave que influyó en la reinterpretación de las relaciones de México con Estados Unidos, lo cual, a su vez, cambió las percepciones sobre los límites de la estrategia de desvinculación de temas y del principio de no intervención en los temas migratorios. También explico el proceso que llevó al gobierno mexicano a desarrollar una relación más estrecha con los mexicanos y las comunidades mexicano-americanas en aquel país y a responder más activamente a la legislación y las políticas estadunidenses que los afectan. Esa evolución es clave para entender los cambios recientes de la posición de México: el paso de la desvinculación de la migración de las demás cuestiones de la agenda bilateral y del mantenimiento de una relación distante con Estados Unidos a la introducción del discurso actual sobre la responsabilidad compartida en la administración de la migración, la propuesta de un acuerdo migratorio con ese país en 2001 y la participación más activa en las actividades de cabildeo y otras campañas para promover una reforma migratoria integral en Estados Unidos.

			En los capítulos 5 y 6, describo la manera como el gobierno mexicano cambió de curso en relación al papel tradicional asignado a los temas migratorios en las agendas nacional y bilateral y en su interpretación limitada de las estrategias de protección consular y vinculación con la diáspora. Con base en entrevistas y fuentes primarias, investigo el proceso mediante el cual México gradualmente se alejó de su actitud pasiva hacia una más propositiva y dinámica en relación a las políticas migratorias de Estados Unidos por medio de la propuesta de una agenda para la cooperación bilateral en esos temas y el fortalecimiento e institucionalización de la relación con las comunidades de origen mexicano en ese país. Al promover una agenda que implícita y explícitamente daba acceso a los migrantes a canales para la participación política directa en México y herramientas para empoderarlos y fortalecer sus organizaciones en Estados Unidos (a través del IME, de la promoción de matrículas consulares y de la aprobación del voto de los mexicanos en el extranjero), el gobierno mexicano también avanzó hacia una interpretación más amplia de sus actividades consulares y hacia la defensa y protección activas de los derechos de los migrantes.

			Esas políticas representan un distanciamiento significativo de la tradición de México de mantener una postura limitada en los temas relacionados con la migración, pero, como se explica en el capítulo 6, todavía falta consenso entre las diferentes facciones del gobierno mexicano y la opinión pública mexicana respecto a si una posición más activa en esos temas es conveniente tanto desde el punto de vista de su eficacia como de las reacciones negativas que puede producir en Estados Unidos. Las acciones del gobierno mexicano y el debate sobre su impacto y limitaciones revelan que las preocupaciones sobre el principio de no intervención y la estrategia de desvinculación de temas siguen presentes y tienen una influencia determinante en la manera como el gobierno mexicano interpreta el alcance y las limitaciones tanto de la promoción de la agenda migratoria en el contexto bilateral como del acercamiento con las comunidades mexicanas en Estados Unidos.

			Finalmente, en las conclusiones se analiza la evolución actual de las políticas migratorias mexicanas al inicio del sexenio de Felipe Calderón, hasta julio de 2010. En ellas se destacan algunos indicios sobre la durabilidad y alcance de los cambios de la posición de México sobre la emigración y el acercamiento con la diáspora, así como las presiones que actualmente enfrenta el gobierno mexicano debido a la vinculación entre los temas de migración y seguridad y el incremento de la violencia en las ciudades fronterizas mexicanas.

			Finalmente, discuto las implicaciones de esta investigación para el análisis de la relación México-Estados Unidos y el futuro de la integración en la región del TLCAN. En el contexto de los estudios de la relación entre los dos países, los resultados de esta investigación apoyan los argumentos de que el concepto de asimetría de poder ha sido utilizado selectivamente por los gobiernos mexicanos, en algunos casos, como una excusa para la inacción. En efecto, la asimetría de la estructura de poder implica que México es más vulnerable a los cambios de la dinámica de los flujos migratorios y a las posibles reacciones de Estados Unidos que podrían afectar esa y otras áreas de la relación. Sin embargo, los gobiernos mexicanos han aprendido gradualmente que el uso de estrategias y herramientas de política exterior, como el cabildeo en busca de políticas y leyes que coincidan con los intereses de México, la expresión de las opiniones oficiales sobre las políticas migratorias estadunidenses, el activismo en los foros multilaterales en defensa de los migrantes mexicanos y la vinculación de la diáspora en actividades relacionadas con su país de origen, no necesariamente provoca conflictos con el gobierno estadunidense ni tiene efectos negativos en otras áreas de la relación bilateral.

			NOTAS AL PIE

			
				
					[1]  Los premiados fueron el embajador Rubén Beltrán, cónsul general de México en Nueva York; el vicecanciller Jay Hershenson, de la Universidad de la Ciudad de Nueva York; Jaime Lucero, presidente de Casa Puebla en Nueva York, y Adriana Rocha, directora de Prácticas de Compass Point Nonprofit Services (información tomada de un folleto de los Premios de la Diáspora Mixteca del 27 de mayo de 2009).

				

				
					[2]  Desde la perspectiva académica, el uso del término “diáspora” para describir la experiencia mexicana corresponde a las pautas establecidas por autores como Sheffer (1986), Shain y Barth (2003) y Cohen (2008), entre otros, en un intento por ampliar esa noción y ofrecer una comprensión más matizada de las relaciones de los migrantes con su país de origen. En respuesta a las críticas de que el término es ahora demasiado amplio y se corre el riesgo de que se le vacíe de todo significado real, algunos autores han establecido ciertas pautas para determinar si se puede designar a algún grupo como diáspora; en general, coinciden en que la identificación de una población dispersa con un país natal real o imaginario y el mantenimiento de lazos emocionales o sociales con él son características clave de la diáspora (Brubaker, 2005). El uso del término, incluso basado en esta definición amplia, reconoce la variedad de experiencias y las divisiones en el seno de la diáspora y el hecho de que no todos los miembros son activos de la misma manera. Como explica Cohen, “no todos los migrantes formarán una unidad como comunidad ni todas las comunidades de migrantes pensarán en sí mismas como transnacionales”; por lo tanto, el término “diáspora” no es un sinónimo para todos los migrantes (Cohen, 2008: 13).

				

				
					[3]  Barry (2006: 13-14, n. 5) sostiene que los términos país emisor y país receptor son engañosos “y reflejan y refuerzan las posiciones políticas del Norte de que los países industrializados receptores no generan ni facilitan flujos migratorios”. También afirma que esos términos implican que los países emisores son pasivos y los receptores, activos. Gamlen (2006) ha señalado la necesidad de desenmascarar los mitos de que los países emisores son Estados pobres y desinteresados en el sur: los países emisores no necesariamente “responden a una posición inferior en un sistema mundial asimétrico”, como tampoco los países receptores son únicamente países industrializados. Por ello, en este estudio se utilizan “país de origen” y “país de destino” en la terminología.

				

				
					[4]  Al hacer énfasis en el estudio de las políticas de emigración de México, este estudio se centra en las políticas que afectan a la población mexicana que vive en el extranjero, entre ellas, la posición del Estado sobre los flujos migratorios hacia otros países —ya sea que los fomente, los restrinja o le sean indiferentes— y sus políticas relacionadas con la protección de los migrantes y la vinculación con la diáspora. Con pocas excepciones, se excluye de este estudio el análisis de las políticas y la legislación mexicanas sobre inmigración y su manejo de los flujos en su frontera sur, lo cual es un tema de interés creciente, como lo ejemplifica el trabajo de Castillo (2006), Castillo y Toussaint (2009 y 2010) y Amnistía Internacional (2010).

				

				
					[5]  Dada la complejidad y disparidad de los intereses en cada tema, tanto México como Estados Unidos han sido renuentes por lo general a vincular temas en la agenda bilateral. Para México, la vinculación de temas se percibe por lo general como una negociación en la que terminaría como el perdedor o que produciría efectos adversos en otras áreas. Un ejemplo de ello es la renuencia de México a utilizar sus recursos petrolíferos como instrumento de negociación. Así, por lo general, México prefiere mantener el “desventajoso y, no obstante, familiar” statu quo. Para ambos países, “preservar la relación [tiene] precedencia sobre la solución de los temas” (Ronfeldt y Sereseres, 1983: 88-89).

				

				
					[6]  Recientemente, Hernández López (2008) publicó un análisis legal de los cambios de la interpretación de México del principio de no intervención en los temas migratorios. La argumentación de ese autor difiere de la mía en su afirmación de que el efecto transnacional de la migración ha sido el principal factor que ha influido en los cambios de la concepción de México de la soberanía y, por ende, de su interpretación de los principios constitucionales sobre política exterior. Si bien reconozco la importancia de los factores transnacionales de la migración, así como los factores internos que han influido en ese proceso de cambio, argumento que la evolución de la relación bilateral también es clave en la transformación gradual de la percepción de México sobre los alcances y límites de las políticas migratorias, que está vinculada con la reinterpretación del principio de no intervención.

				

				
					[7]  La revolución tecnológica en los sistemas de comunicaciones y transportes en las décadas recientes se considera como uno de los principales factores que han fortalecido las redes sociales transnacionales creadas por los migrantes, debido a que facilitan “una interacción más rápida, más frecuente y más intensa” entre la comunidad de origen y el Estado anfitrión; sin embargo, como lo señala Fitzgerald (2006b, n. 35), algunos escépticos sostienen que las tecnologías anteriores ya permitían los lazos de larga distancia. La principal diferencia es que las actuales innovaciones tecnológicas han reducido considerablemente los costos de esos servicios, lo cual ha llevado a un acceso generalizado. No obstante, Fitzgerald señala que un cambio cuantitativo no necesariamente tiene un efecto cualitativo, y plantea la cuestión de “el grado en que un conjunto de tecnologías de comunicación y transporte altera los lazos de los migrantes entre los países de origen y de destino” y hace énfasis en la necesidad de que la investigación en ese campo tenga un enfoque histórico sistemático.

				

				
					[8]  Vale la pena hacer notar que ha habido esfuerzos recientes por alentar el desarrollo de reglas y prácticas comunes respecto a la migración internacional, como la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, adoptada por la Asamblea General el 18 de diciembre de 1990 (A/RES/45/158) y en vigor a partir del 1 de julio de 2003. No obstante, para noviembre de 2010, la convención sólo contaba con 31 signatarios y 44 miembros, sobre todo países de origen de migrantes (véase http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-13&chapter=4&lang=en, consultado por última vez el 27 de noviembre de 2010). Otro ejemplo de esos esfuerzos es el informe de la Comisión Global sobre las Migraciones Internacionales (2005; véase algunas reacciones al informe en Bhagwati, 2005, y Newland, 2005). En septiembre de 2006, las Naciones Unidas fueron la sede del Diálogo de Alto Nivel sobre Migración Internacional y Desarrollo durante la 61ª Sesión de la Asamblea General. La reunión atrajo a los representantes de 130 países, así como a funcionarios de las Naciones Unidas y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) para discutir esas cuestiones; también incluyó un periodo de consultas previas (en julio de 2006) con organizaciones no gubernamentales (ONG), la sociedad civil y el sector privado. El principal resultado de la reunión fue la organización del Foro Global sobre Migración y Desarrollo, que tuvo lugar en Bruselas en 2007, en las Filipinas en 2008, en Atenas en 2009 y en México en 2010. Con todo, algunos consideran esos esfuerzos por lograr la cooperación multilateral como “sólo palabras sin acciones”, porque el diálogo tiene como resultado pocos acuerdos formales, particularmente que impliquen a los países de destino (Migration Information Source, 2006).

				

				
					[9]  Levit y Glick-Schiller (2004: 1023-1024) identifican tres tipos de países de origen con base en su relación con sus emigrantes: Estados transnacionales, Estados estratégicamente selectivos y Estados desinteresados y denunciantes. Gamlen (2006: 21) sugiere una tipología similar de los Estados que ponen en práctica políticas para vincular a la diáspora, que divide en tres categorías: Estados explotadores, que imponen obligaciones sin otorgar derechos; Estados generosos, que reconocen derechos sin imponer obligaciones, y Estados vinculantes, que imponen obligaciones y reconocen derechos.

				

				
					[10]  Esta argumentación también se desarrolla en los siguientes trabajos: Alba, 1993, 2000, 2003 y 2004; García y Griego y Verea, 1998; Guarnizo, 1998; Smith, 2003b; Levitt y De la Dehesa, 2003, y Fitzgerald, 2006a.

				

				
					[11]  Uno de los pocos autores que analizan las políticas migratorias y sus resultados mediante la utilización del marco teórico de las relaciones internacionales es García y Griego (1990) en su estudio de las negociaciones y los conflictos bilaterales en el caso de México y Estados Unidos, en el que utiliza la teoría de la interdependencia compleja de Keohane y Nye. Otro raro ejemplo de la utilización de la teoría para explicar los patrones de cooperación en los temas migratorios es el estudio de Rudolph (2004) sobre la posibilidad de un régimen de migración regional en América del Norte basado en enfoques realistas, neoliberales y constructivistas sobre la teoría de los regímenes internacionales. Meyers (2000 y 2004) también se basa en varias teorías sobre la formación de regímenes (los enfoques estructural y de teoría de juegos) y teorías de la integración (supranacionalismo e intergubernamentalismo) para explicar la cooperación multilateral en lo relacionado con el libre desplazamiento de la mano de obra. Este autor sostiene que ninguna de esas teorías son útiles y propone un marco conceptual alternativo basado en la negociación y la vinculación de temas entre los países de origen y destino. Más recientemente, Betts (2009) desarrolló un marco teórico basado en la teoría de las relaciones internacionales para explicar la cooperación internacional en el régimen de los refugiados. Paoletti (2010) se basa en la teoría de la interdependencia, así como en algunos aspectos de las teorías realista y la neomarxista, en su análisis de los acuerdos bilaterales sobre migración entre Libia e Italia.

				

				
					[12]  Krasner (1990) y García y Griego (1990) también han analizado aspectos específicos de la migración entre Estados Unidos y México con base en ese modelo, especialmente respecto a la cooperación bilateral en esas cuestiones. Paoletti (2010) emplea ese marco de trabajo para analizar el caso de Libia e Italia.

				

				
					[13]  Las entrevistas con funcionarios gubernamentales se realizaron en persona (salvo por cuatro hechas por teléfono, como se indica en la bibliografía) en la ciudad de México, Washington, D. C., y Nueva York. Las entrevistas con miembros del Consejo Consultivo del IME y otros líderes de la comunidad también se realizaron en persona (salvo por nueve hechas por teléfono) en las ciudades de Nueva York, Houston, Los Ángeles, Atlanta, Toronto, Nueva Orleans y Chicago. Para proteger la confidencialidad de algunos de los entrevistados, no se hace mención de sus nombres. Los documentos internos de la Secretaría de Relaciones Exteriores y el IME fueron obtenidos en la ciudad de México entre abril y agosto de 2003, julio y septiembre de 2004 y julio y marzo de 2008. También fueron obtenidos documentos internos con el permiso del Consulado General de México en Nueva York entre julio de 2005 y abril de 2007. Algunos de los documentos primarios utilizados en referencia a la posición de Estados Unidos, como las declaraciones conjuntas de presidentes mexicanos y estadunidenses, conferencias de prensa y testimonios, fueron consultados en fuentes electrónicas.

				

				
					[14]  Las visitas fueron llevadas a cabo entre junio de 2009 y febrero de 2010 como parte de una evaluación independiente del IME llevada a cabo por la autora con el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo y la Fundación para la Productividad en el Campo, A. C., y con ayuda de Samantha Morales, estudiante de maestría de The New School. Incluyeron un total de 950 entrevistas con la población mexicana que realizaba un trámite en los consulados visitados, conversaciones informales con el personal y las agencias asociadas que colaboran en los proyectos del IME, evaluación de los espacios y materiales disponibles relacionados con los programas del IME y visitas a treinta Plazas Comunitarias en esas circunscripciones consulares (véase Délano, 2010).
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